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IV. BIBLIOGRAFIA
I) NOVEDADES NORMATIVAS
1) Estado.

Desde el anterior informe fechado en noviembre de 2011 hasta el momento no se ha aprobado por el Estado ninguna norma que de forma directa y sistemática regule el patrimonio local. 
No obstante, es preciso mencionar la aprobación del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, de cuyo contenido se dará cuenta en otro informe. Las reglas que afectan a las propiedades públicas en esta última norma, tales como la exclusión de la aplicación del texto refundido a los contratos patrimoniales contemplada en el artículo 4 o las previsiones especiales contenidas en la Disposición adicional segunda, no han sufrido modificaciones, si se comparan con la regulación prevista en la Ley de Contratos del Sector Público de 2007. De ahí que no se proceda a comentarlas en el presente informe.

Por último, es preciso mencionar la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal. La misma da una nueva redacción al apartado 1, regla segunda, del artículo 14 de la Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa de 1998. En dicho precepto se dice que cuando el recurso tenga por objeto actos de las Administraciones públicas en materia de responsabilidad patrimonial, personal, propiedades especiales y sanciones será competente, a elección del demandante, el juzgado o el tribunal en cuya circunscripción tenga aquél su domicilio o se halle la sede del órgano autor del acto originario impugnado; y cuando el recurso tenga por objeto actos de las Administraciones de las Comunidades Autónomas o de las Entidades de la Administración Local, la elección a que se refiere esta regla segunda se entenderá limitada a la circunscripción del Tribunal Superior de Justicia en que tenga su sede el órgano que hubiere dictado el acto originario impugnado.
2) Comunidades Autónomas.

Con carácter general es preciso advertir que desde noviembre de 2011 no se han aprobado normas que regulen directamente y sistemáticamente el patrimonio local, si bien han aparecido regulaciones sectoriales diversas que pueden ser de interés.

B) Cataluña
Se ha aprobado la Ley 10/2011, de 29 de diciembre, de simplificación y mejora de la regulación normativa. En dicha norma se modifican diversas leyes sobre propiedades públicas especiales de competencia de la Administración autonómica, tales como la Ley 5/1998, de 17 de abril, de puertos de Cataluña; la Ley 4/2006, de 31 de marzo, ferroviaria; el Decreto Legislativo 2/2009, de 25 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de carreteras, o el Decreto Legislativo 3/2003, de 4 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la legislación en materia de aguas. Al margen de las mismas y por lo que afecta a las Entidades locales, la Ley 10/2011 comentada ha modificado los apartados primero y segundo del artículo 9 de la Ley 8/1994, de 25 de mayo, de actividades feriales, siendo la nueva redacción la siguiente:

«1. La organización de ferias y exposiciones está sujeta a comunicación previa al inicio de cualquiera de los trámites necesarios para la celebración de la feria o la exposición al departamento competente en materia de ferias.

2. La organización de ferias-mercado en espacios que no forman parte del dominio público está sujeta a comunicación previa al Ayuntamiento del Municipio donde deben tener lugar antes del inicio de cualquiera de los trámites necesarios para la celebración de la feria mercado. Si la actividad ferial pretende realizarse en espacios que forman parte del dominio público, es necesaria la autorización del Ayuntamiento.»

D) Andalucía

Se ha aprobado la Ley 7/2011, de 3 de noviembre, de documentos, archivos y patrimonio documental de Andalucía.
H) Murcia

Se ha aprobado la Ley 7/2011, de 26 de diciembre, de medidas fiscales y fomento económico en la Región de Murcia. La citada Ley modifica diversas normas y, desde la perspectiva del presente informe, introduce en su Disposición adicional décima una nueva regulación  del régimen de afectación de bienes y derechos demaniales en el ámbito de la Administración local. En concreto, en la mencionada Disposición adicional se dice que  en tanto que no se apruebe la nueva Ley de Régimen Local de la Región de Murcia, las Entidades que integran la Administración local del ámbito territorial de la Región de Murcia podrán afectar bienes y derechos demaniales a un uso o servicio público competencia de otra Administración y transmitirle la titularidad de los mismos cuando resulten necesarios para el cumplimiento de sus fines. Y sigue diciendo la Disposición adicional que la Administración adquirente mantendrá la titularidad del bien mientras continúe afectado al uso o servicio público que motivó la mutación y, por tanto, conserve su carácter demanial; y si el bien o derecho no fuera destinado al uso o servicio público o dejara de destinarse posteriormente, revertirá a la Administración transmitente, integrándose en su patrimonio con todas sus pertenencias y accesiones.
I) Comunidad Valenciana.
Se ha aprobado la Ley 9/2011, de 26 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera y de organización de la Generalitat. Dicha norma modifica diversas normas y, en particular, la Ley 3/1993, de 9 de diciembre, forestal de la Comunidad valenciana. Los artículos afectados son el 59, con la creación de un nuevo apartado 4, y el 74, con la modificación de los apartados 2 y 3. La nueva redacción de los preceptos es la siguiente:

Artículo 59.4

«4. Con carácter singular, y en los supuestos de proyectos de obras e infraestructuras de especial relevancia declarados de interés general de la Comunitat Valenciana, el Consell podrá excepcionar la prohibición de cambio de uso forestal, dentro del plazo general de los 30 años, mediante acuerdo justificado.

En ningún caso, la aplicación de la expresada excepción podrá implicar un aumento del aprovechamiento lucrativo para particulares contrario a la finalidad perseguida con la citada prohibición.»

Artículo 74, apartados 2 y 3.

«2. Las autoridades competentes para imponer multas y cuantías máximas de las mismas serán las siguientes:

a) El Director territorial competente por razón de la materia por infracciones leves con multas de 60,10 a 601,01 euros.

b) El Director general competente por razón de la materia por infracciones graves con multas de 601,02 a 6.010,12 euros.

c) El Conseller competente por razón de la materia por infracciones graves con multas de 6.010,13 a 18.030,36 euros.

d) El Consell de la Generalitat Valenciana por infracciones muy graves con multas de 18.030,37 a 180.303,63 euros.

3. En todo caso, la conselleria competente por razón de la materia podrá ordenar el decomiso de los productos forestales ilícitamente obtenidos y, cuando se trate de infracciones graves y muy graves, de los instrumentos y medios utilizados para la comisión de la infracción, que serán entregados en custodia a la autoridad local del lugar de los hechos hasta que el órgano competente acuerde el destino que deba dárseles.»
Asimismo, la Ley 9/2011 comentada también ha modificado diversos preceptos de la Ley 8/2010, de 23 de junio, de régimen local de la Comunidad Valenciana. Entre ellos cabe destacar los artículos 41 y 42 dedicados a los Concejos abiertos, de interés desde el punto de vista del conocimiento de los órganos locales encargados de la gestión de las propiedades públicas. La nueva redacción dada a dichos preceptos es la siguiente:

«Artículo 41. Municipios que funcionan en régimen de Concejo abierto

Los Municipios que funcionan en régimen de Concejo abierto serán los establecidos por la normativa estatal básica en materia de régimen local.»

«Artículo 42. Procedimiento

1. La constitución en régimen de Concejo abierto de Municipios requiere la petición de la mayoría de los vecinos y el acuerdo favorable de dos tercios del número legal de miembros del Ayuntamiento.

2. Para que los Municipios que funcionan en régimen de régimen de Concejo abierto pasen al régimen común se requiere acuerdo de la asamblea vecinal, adoptado por la mayoría absoluta del número legal de sus miembros. En todo caso, la resolución definitiva corresponde al Consell.»
Finalmente, es preciso advertir que en la Ley comentada se modifican otras normas sobre propiedades públicas de competencia autonómica. En particular y referido a las concesiones en puertos e instalaciones náutico-deportivas, se modifica el artículo 70 de la Ley 12/2004, de 27 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera y de organización de la Generalitat.
II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.
La jurisprudencia que se comenta en el presente apartado se corresponde con las Sentencias de la Audiencia Nacional y Tribunales Superiores de Justicia hechas públicas desde el último informe presentado en noviembre de 2011.
Por lo que respecta a la estructura expositiva de las Sentencias citadas se agruparán, en los casos en que sea preciso, en los siguientes apartados: los bienes de dominio local (clasificación, titularidad, objeto, fin público, alteración de la calificación jurídica y régimen jurídico); los bienes patrimoniales locales (clasificación y régimen jurídico); adquisición y enajenación del patrimonio local; utilización de los bienes de dominio público y patrimoniales; y régimen de protección de los bienes de las Entidades locales.
2) AUDIENCIA NACIONAL

a) Enajenación del patrimonio local: naturaleza jurídica de un contrato de donación de un bien municipal a la Administración del Estado que se destina a un fin público.

La SAN, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Octava, de 21 de noviembre de 2011 (Rec. 968/2008), se pronuncia sobre la calificación jurídica de un contrato de donación de un bien municipal a la Administración del Estado para la construcción de una infraestructura de defensa. Calificación como contrato privado o administrativo de la que depende la propia competencia del orden jurisdiccional contencioso-administrativo para pronunciarse sobre los diversos puntos que se plantean con respecto al contenido del citado contrato. La AN llega a la conclusión de que es administrativo dados los fines que cumple el bien que ha sido donado y la jurisprudencia del TS aplicable en estos supuestos; y entra a conocer de su contenido por las razones que a  continuación se indicarán.
En concreto, en la SAN citada se afirma que aun cuando se trate de un contrato de donación, regido por las normas del Código Civil, es un negocio jurídico entre Administraciones públicas, de naturaleza administrativa y su conocimiento corresponde al orden jurisdiccional contencioso- administrativo. Y sigue diciendo la SAN comentada que este sentido la STS de 20 de enero de 2004, citada en la STS de 1 de marzo de 2004, señala que en asuntos similares al actual, en los que se ha debatido la interpretación y alcance de la cláusula modal inserta en un contrato de donación al amparo del art. 637 del Código Civil, pero en el que también ha intervenido la Administración del Estado y un Ayuntamiento en situación idéntica a la aquí cuestionada, la jurisdicción contencioso-administrativa ha sido competente para conocer de dichas cuestiones y así reconoce (por todas, la Sentencia de esta Sala y Sección de 5 de junio de 2003 ) que el art. 647 del Código Civil, en su párrafo primero, establece que la donación será revocada a instancia del donante, cuando el donatario haya dejado de cumplir alguna de las condiciones que aquél impuso y en el caso allí examinado, el Ayuntamiento verificó la donación de las fincas objeto del litigio con una condición o carga específicamente señalada, consistente en que sobre la superficie de las fincas cedidas se construyesen viviendas para personal del ejército del aire, así como edificios para los servicios generales de dicho ejército. Si el Estado español, donatario de las fincas, decidiese destinar éstas a otros fines distintos habría incumplido la condición o carga impuesta por el Ayuntamiento y la imposición de la carga resultaba inequívocamente de la cláusula transcrita, que expresaba que las fincas se cedían para ese fin ("a cuyo fin se ceden"). Si en cualquier tiempo las fincas no se destinasen al fin pactado, se habría dejado de cumplir la condición o carga impuesta por el donante, que realizó un acto a título gratuito, pero sometiéndolo al cumplimiento de dicha condición o carga y por tanto, la reversión (o revocación de la donación efectuada por incumplimiento de carga) no sólo estaba prevista para el caso de no comenzarse las construcciones en un plazo de dos años a contar desde el 22 de junio de 1.945, o de no terminarse éstas (sin sujeción a plazo), sino también para el caso de que el Estado español, donatario de las fincas, dejase de cumplir el fin o carga impuesta por el Ayuntamiento donante, como establece el art. 647 del Código Civil .
b) Enajenación de bienes municipales: requisitos para que sea calificada una donación de un bien municipal a otra Administración como modal y para que el incumplimiento de la condición dé lugar a la reversión.

La SAN, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Octava, de 21 de noviembre de 2011(Rec. 968/2008), se pronuncia sobre los requisitos que debe cumplir una donación para calificarse como modal y, por tanto, el incumplimiento de la condición dé lugar a la reversión. Requisitos cuya concurrencia no se aprecian en el caso enjuiciado por la AN.

Así, en dicha SAN se afirma que el art. 618 del Código Civil dice que "la donación es un acto de liberalidad por el cual una persona dispone gratuitamente de una cosa en favor de otra, que la acepta", admitiéndose la donación modal, en la cual el incumplimiento del modo abre la posibilidad de "revocar" -más bien de resolver- la donación, por cuanto el art. 647 del mismo Código Civil, en el párrafo primero, dispone que "la donación será revocada a instancia del donante, cuando el donatario haya dejado de cumplir alguna de las condiciones que aquél le impuso". El modo, la carga o el gravamen puede ser de cualquier tipo de actuación o de conducta, aún no evaluable económicamente (STS, Sala Primera, de 23 de noviembre de 2004), un motivo, una finalidad, un deseo o una recomendación (Sentencias de la misma Sala del TS de 11 de diciembre de 1988  y de 27 de diciembre de 1994) o el cumplimiento de una obligación como determinación accesoria de la voluntad del donante (Sentencia también de la Sala Primera de 6 de abril de 1999), estando también comprendido en el modo "la destinación, acción y efecto de destinar, es decir, el caso de que el donante impone el destino que ha de tener la cosa donada" (Sentencia de la Sala Primera del TS de 20 de julio de 2007).

Partiendo de la admisibilidad de las donaciones modales con carácter general, la SAN no aprecia en el caso enjuiciado que exista esa donación modal y ello dado que en la escritura de donación no se advierte ningún modo, pues ni siquiera se hace constar el destino del predio donado. Se trata, en consecuencia, de una donación pura, no modal. A esta conclusión, afirma la AN, no obsta que el Ayuntamiento manifieste que su intención fue adquirir el terreno para un determinado fin, puesto que tal propósito no figura en las estipulaciones del contrato. Además, un modo que, según los actos preparatorios, sí se quiso hacer constar, pero se suprimió conscientemente del contrato. En efecto, aunque el acuerdo adoptado por el Ayuntamiento en el año 1924 fue el de ceder gratuitamente al ramo de guerra, la propiedad de dicha finca, para instalación de la Brigada de Reserva del Ejército de África, a condición de que si el Estado dejara de utilizarla para dichos fines u otros análogos, volviera la repetida finca al dominio de la Corporación Municipal, en una sesión celebrada en el año 1925, ante la solicitud por la donataria de que se modificara el texto en el sentido de que la donación fuera en pleno dominio y sin causa de reversión alguna, se acordó, por unanimidad, la supresión de la indicada "condición". Sin que las posibles circunstancias en que se produjo la donación y la eliminación del modo, dada la época en la que se sitúan los hechos, afecten a la inexistencia del mismo sino, en su caso, a la formación de la voluntad, tema que excede del presente proceso.

3) TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.
C) Galicia
a) Prerrogativas de las Entidades locales: no constituye un requisito para ejercitar la potestad de recuperación de oficio la inclusión del bien en el Inventario municipal de bienes.
Se ha dictado la STSJ de Galicia, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, núm. 51/2011, de 20 de enero, que se pronuncia sobre los requisitos exigidos para ejercitar la potestad de recuperación y, en especial, si puede recuperarse un bien que no figura en el Inventario municipal de bienes. Supuesto este último que se admite en la citada STSJ.
En particular, en la STSJ comentada se afirma que el objeto de la controversia contenciosa no es desde luego determinar la atribución de la propiedad del vial recuperado -lo que como resulta sabido constituye extremo precisamente atribuido a los órganos judiciales competentes de la jurisdicción civil-, sino tan sólo determinar si el ejercicio de la facultad recuperatoria de oficio por parte de aquella referida Administración municipal fue o no correcta y si se realizó conforme al vigente ordenamiento jurídico a la sazón aplicable y, en especial, con arreglo tanto a los arts. 132,1 de la Constitución y 344 del Código Civil como a los arts. 21,1 k); 79,2 ; 80,1 y 82 a) de la Ley de Bases del Régimen Local de 1985, en relación tanto con el art. 283,1 de aquella otra Ley de Administración Local de Galicia de 1997 y aquellos otros arts. 2,1 y 2 ; 3,1; 5; 44,1 c); 70,1 y 71,2 del Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales de 1986, como con el art. 74,1 del Texto refundido de las Disposiciones legales vigentes en materia de Régimen local de 1986. 

Partiendo de ello, en la STSJ comentada se afirma que la inexistencia de constancia en el correspondiente Inventario municipal no basta "per se" para excluir la existencia de un vial de titularidad municipal -tal como por demás recordaba recientemente incluso a título de doctrina legal en interés de ley aquella Sentencia de fecha 21 de Mayo del 2008, dictada por igual Sala Tercera de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, al referir que "no puede entenderse que un vial, por el mero hecho de no estar incluido en el correspondiente Inventario de bienes municipales, no es de titularidad municipal"-, de modo que semejante pormenor desde luego no invalida ni condiciona su eventual titularidad pública al menos hasta que por Sentencia firme y definitiva dictada en la jurisdicción civil se estipule lo contrario -tal como por otra parte establece el art. 43.1 y 2 de la Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas de 2003-, sin que hasta la fecha exista constancia de pronunciamiento judicial recaído en la misma que determine la atribución de la titularidad dominical de aquel camino rural antes reseñado. 

Teniendo en cuenta la irrelevancia del hecho que se acaba de comentar, en la STSJ se afirma que  la interrupción circulatoria mediante la colocación de aquel cierre en el camino -que salvo prueba en contrario hasta la fecha inexistente cabe reputar de público-, no resulta amparada por título alguno ni aún provisorio frente a la potestad de recuperación posesoria de dicha Administración municipal, de modo que semejante anómala conducta por parte de dicho referido recurrente cabe reputarla como usurpación del dominio público de titularidad municipal de naturaleza inalienable, imprescriptible e inembargable.
Q) Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León.
a) Afectación de los bienes patrimoniales a un uso público: ausencia de afectación por no existir acto expreso ni haberse destinado durante más de veinticinco años al mismo. 

Se ha dictado la STSJ de Castilla y León, Burgos, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, núm. 398/2011, de 7 de octubre, que se pronuncia sobre si una determinada parcela urbana calificada como patrimonial en el Inventario municipal de bienes ha quedado afectada a un uso público, al agregarse a una plaza pública, y de la que se afirma haber estado destinada a este fin más de veinticinco años; y sobre si el Ayuntamiento puede desconocer este uso y adoptar la decisión de construir un consultorio en dicha parcela. Decisión del Ayuntamiento que considera el TSJ ajustada a Derecho, dado que no ha quedado probada la afectación a ese uso público en el proceso, y dada la legislación local y urbanística y jurisprudencia del TS que cita. Jurisprudencia del TS en la que se afirma que la consideración demanial de un bien no viene necesariamente fijada por su inclusión o exclusión en un inventario de bienes, sino por su afección real a un uso o servicio público (STS de 1 de octubre de 2003)
En concreto, en la STSJ citada se afirma que resulta evidente que el Ayuntamiento y tampoco ninguna otra entidad pública adscribió de forma expresa y explícita el mencionado solar al uso público de calle o plaza pública ni tampoco a ninguno otro servicio público; lo único que se ha acreditado es que bastante tiempo después de que la parcela dejara de prestar el uso de cuadra para el toro semental y para el toro utilizado en los festejos de la localidad, y una vez demolido el mismo por hallarse en ruina, el mencionado terreno tras ser primero nivelado con tierra, más tarde adecentado con hormigón, y finalmente en el año 1.995 adoquinado como el resto de la plaza, se utilizaba de forma ocasional y sobre todo de forma espontánea por vecinos de la localidad o personas que acudían a la misma para estacionar sus vehículos si no había espacio en la plaza, y también para colocar en los últimos años unos contenedores de basura. Este uso que se ha hecho de dicho terreno en los últimos años, que no consta tampoco que haya sido durante más de 25 años, no basta a juicio de la Sala para concluir en aplicación del art. 81.2.b) de la Ley de Bases de Régimen Local que haya habido una alteración jurídica de la condición de dicho solar y bien de naturaleza patrimonial, propiedad del Ayuntamiento, para adquirir la condición de bien demanial, y más concretamente la condición de bien de dominio público destinado al uso de calle o vía pública. 
Y sigue diciendo la STSJ comentada que la no existencia de una adscripción expresa de citado bien patrimonial a un uso o servicio público, el hecho de que el uso para aparcamiento y para la colocación de contenedores de basura que se ha realizado de dicho terreno haya sido solo de forma ocasional y espontánea porque no olvidemos que estamos ante una pequeña localidad con muy poca población, amén de que no se ha probado de forma bastante y suficiente que ese uso lo haya sido durante un periodo superior a 25 años, es lo que lleva a la Sala a concluir que no ha habido la alteración jurídica a la que se refiere la sentencia de instancia, ya que dicho terreno no consta ni se ha probado que haya perdido la condición de solar y de bien patrimonial del Ayuntamiento, no habiéndose tampoco acreditado que haya adquirido la condición de bien demanial y menos aún la condición de vía pública o parte de plaza pública. Es cierto que de haber adquirido por vía del art. 81.2.b) de la la Ley de Bases de Régimen Local tal condición y calificación de vía pública, el mencionado uso público impediría la edificabilidad del terreno ya que por naturaleza la normativa urbanística no reconoce edificabilidad a este tipo de bienes de dominio público por constituir en sí mismo una "dotación urbanística", pero como ello no consta que se haya producido, el solar mantiene la edificabilidad que el planeamiento urbanístico aplicable le reconoce, en este caso al carecer de planeamiento propio el que resulta de las Normas subsidiarias de ámbito provincial puesto en relación con la Ley urbanística de Castilla y León de 1999 y el Reglamento de desarrollo. La estimación del recurso de apelación en este concreto y principal extremo hace total innecesario entrar en el examen y valoración de las demás cuestiones planteadas. 
4) AUDIENCIAS PROVINCIALES.

1) Bienes comunales: calificación de una mancomunidad de aprovechamientos agrícola, pastos, leñas y demás ademprios entre dos Municipios como bien comunal.

Se ha dictado la SAP de Zaragoza, Sección num.4, núm. 453/2011, de 14 de octubre. Dicha Sentencia se pronuncia sobre la existencia, calificación jurídica y contenido de la mancomunidad de aprovechamientos agrícola, pastos, leñas y demás ademprios entre los Municipios de Zaragoza y María del Huerva; mancomunidad que recae sobre el monte “Vales de María” que está inscrito en el Registro de la propiedad en exclusiva a nombre de una de las Entidades locales mancomunadas, el Municipio de Zaragoza. En el fallo de dicha Sentencia se declara que sobre el monte “Vales de María”, propiedad del Ayuntamiento de Zaragoza, existe un derecho real de aprovechamientos agrícola, pastos, leñas y demás ademprios, a favor de los vecinos del Municipio de María en mancomunidad con el de Zaragoza, derecho real de carácter comunal, y se ordena la inscripción de dicho derecho real en el Registro de la propiedad en la finca en la que aparece inscrito el monte a nombre del Municipio de Zaragoza.

La citada Sentencia resulta de interés por pronunciarse sobre diversos aspectos relativos a las mancomunidades de pastos y otros aprovechamientos entre varios Municipios que a continuación se comentarán.

En primer lugar, en la Sentencia se admite que para justificar la titularidad de un derecho puede complementarse el título inicial de constitución del mismo con el de posesión inmemorial; y ello para fundamentar las modificaciones de los títulos originarios producidas a lo largo de los siglos. En este sentido, en la Sentencia comentada, al pronunciarse si alguno de los aprovechamientos corresponde en exclusiva al Municipio de María, por indicarlo así la Concordia de 1558, o por el contrario corresponde en igualdad de condiciones a los dos Municipios, se dice que la Concordia de 1558 puede resultar como título inicial, pero no puede asegurarse que los usos se hayan mantenido en los mismos términos de la Concordia. Por tanto, la posesión inmemorial, que también se cita en la demanda, y más recurrente en la contestación, en la que no se identificó el título y si con mayor precisión en el recurso de apelación, debe prevalecer frente a la compleja superposición y sucesión de concordias y sentencias, en el sentido de que es innegable la atribución inmemorial a los vecinos de María y a los de Zaragoza de esos aprovechamientos de pastos, leñas, agrícolas, pero sin que pueda hacer cabal distinción en relación a alguno de ellos a favor solo de unos u otros vecinos.

En segundo lugar, la Sentencia se pronuncia sobre los criterios para diferenciar si una mancomunidad es una copropiedad o es un derecho real limitado perteneciente en común a varios Municipios que recae sobre la propiedad de un tercero o de un único comunero. En relación con este punto, la Sentencia comentada afirma que la Sala Primera del Tribunal Supremo de 7 de noviembre de 2006, a propósito de la histórica confusión de estos conceptos, con reflejo en el mismo artículo 600 del Código civil, y con cita de la Sentencia de 24 de febrero de 1984, dice que el espinoso problema planteado por los artículos 600 a 602 del Código civil en orden a la distinción entre servidumbres y comunidades no ha mantenido criterios constantes, y comienza a resolverse con la Sentencia de 2 de febrero de 1944 que señala como nota distintiva entre ambas figuras el hecho de que la titularidad dominical del predio o finca en cuestión pertenezca a uno o varios de los interesados en su aprovechamiento o a la totalidad de quienes se reúnen para disfrutarla comunitariamente, apareciendo en el primero de estos casos la figura de la servidumbre y en el segundo la de la mancomunidad ya que hay dominio compartido por todos los interesados sobre cosa propia e indivisible; con lo cual se sigue la doctrina de la Sentencia anterior de 2 de febrero de 1954 y es reiterada por la posterior de 16 de febrero de 1987. Criterio jurisprudencial que la Sentencia que se comenta aplica al caso concreto, llegando a la conclusión de que la mancomunidad entre los Municipios de María y Zaragoza es un derecho real limitado sobre determinados aprovechamientos que recae sobre el monte inscrito en el Registro de la propiedad a nombre del Municipio de Zaragoza. 

En tercer lugar, la Sentencia considera que el hecho de que se trate de unos derechos mancomunados de determinados aprovechamientos sobre un monte inscrito en el Registro de la propiedad a nombre del Municipio de Zaragoza, no impide que puedan ser comunales, dado que para ser comunales no es necesario que se esté ante una plena propiedad. 

En cuarto lugar, la Sentencia considera superada la discusión sobre quién es el titular de los bienes comunales y si pertenecen a los vecinos o a los Ayuntamientos con obligación de destinarlos a este fin. Así, afirma que no hay fundamento tampoco en negar el carácter comunal por la circunstancia de que el Municipio de María no se constituyera como tal en el siglo XIX, pues los Ayuntamientos no han terminado sino de personificar los intereses y derechos subjetivos que correspondían a la colectividad de los vecinos, debiendo darse por superado el debate sobre la titularidad de los bienes comunales, cuestión que históricamente  fue tributaria, aun en el Derecho positivo, de una notable confusión y cuya mayor claridad se alcanzó, precisamente, en la Ley de Régimen Local de 1955.

En quinto lugar, en  la Sentencia se considera que se integran dentro de los bienes comunales típicos regulados en la legislación de régimen local aquellos bienes que fueron exceptuados de la aplicación de la Ley de desamortización de 1855 por ser de aprovechamiento común y ello con independencia de si los bienes exceptuados de la desamortización eran mancomunidades. En concreto, en la Sentencia comentada se afirma que la Sentencia de instancia recurrida ha acogido un planteamiento doctrinal que parte de la Ley desamortizadora de 1 de mayo de 1855 que permitía en su artículo 2.9 la exclusión de la venta, entre otros, a “los terrenos que son hoy de aprovechamiento común, previa declaración de serlo”, y que aquí sí que lo fue, configurando un bien comunal típico frente a los carentes de ese reconocimiento, loa atípicos, que englobarían una variedad de supuestos heterogéneos.

En sexto lugar, la Sentencia afirma que no se ha producido una desafectación tácita de los bienes comunales antes de la Ley de Bases de Régimen Local de 1985. Desafectación tácita que se entendía probada por el hecho de haberse inscrito el monte como un bien patrimonial del Municipio de Zaragoza en el Registro de la propiedad y haberse intensificado la administración en exclusiva por dicho Ayuntamiento en la segunda mitad del siglo XX.  En particular, en la Sentencia se dice que si la Corporación recurrente lo que pretende es atender a la regulación jurídica vigente cuando accede el derecho de propiedad al Registro, para asirse a una potencial desafectación tácita, es de advertir que tal régimen estaba representado por la Ley de Régimen Local de 1955, en cuyo artículo 183 se contenía la tipología de los bienes municipales, y si bien en dicho precepto los comunales se categorizaban como patrimoniales, no de dominio público, luego su artículo 188 prevenía que los comunales eran inalienables, imprescriptibles e inembargables, régimen jurídico que llevó a alguna opinión doctrinal a considerarlos como un tercer género entre los de dominio público y los patrimoniales, la misma sería inviable por cuanto esa posibilidad desapareció en la Ley de Bases de Régimen Local de 1985 y por cuanto en esa segunda mitad del siglo XX nunca se ha llegado a producir un uso excluyente del aprovechamiento de los vecinos de María.

Y, finalmente, la Sentencia comentada considera que la competencia  para dilucidar la existencia de derechos reales, por supuesto el derecho de propiedad, aun de la servidumbre y de su concreto perfil jurídico, así como de su contenido, corresponde a la jurisdicción civil por disponerlo así el artículo 22.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y ello aun cuando se trate sobre su carácter comunal, esencial por lo demás para la determinación de su régimen jurídico, quedando reservada a la jurisdicción contenciosa las reglas de distribución de su aprovechamiento entre los vecinos.

III) DOCUMENTACION

Desde la realización del último informe es preciso dar cuenta de diversas actuaciones administrativas con incidencia en el patrimonio local. Así, se han concedido autorizaciones autonómicas para enajenar bienes en los casos previstos en la Ley de Administración Local de Aragón. En este sentido, puede mencionarse, por ejemplo, la Orden de 27 de octubre de 2011, del Departamento de Política Territorial e Interior, por la que se autoriza al Ayuntamiento de Belmonte de San José (Teruel), para proceder a la enajenación  en pública subasta, procedimiento abierto, de tres fincas urbanas calificadas como bien patrimonial del Municipio (BOA de 22 de noviembre de 2011).

Por otra parte, también se han publicado en el Boletín Oficial de Aragón diversos anuncios de apertura de períodos de información pública para la ocupación de bienes demaniales locales para instalación de una estación base de telefonía móvil y parques eólicos. Anuncios que resultan de interés en la medida en que son demostrativos que para construir dichas instalaciones no es precisa la desafectación de parte del bien demanial, sino que es suficiente el otorgamiento de una concesión. En concreto, se ha publicado el Anuncio del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental de 22 de diciembre de 2011,  por el que se somete a información pública el expediente de concesión de uso privativo del dominio público forestal para la ocupación temporal de terrenos en el monte de utilidad pública nº 218 denominado “Alto de los Poyales” perteneciente al Ayuntamiento de Camarena de la Sierra y localizado en el término municipal de Camarena de la Sierra (Teruel) solicitada por Vodafone España, SAU, con la finalidad de instalar un estación base de telefonía móvil (BOA de 11  de enero de 2012). Y el Anuncio del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental de 22 de diciembre de 2011,  por el que se somete a información pública el expediente de concesión de uso privativo del dominio público forestal para la ocupación temporal de terrenos en el monte de utilidad pública nº 306 denominado “Fuente Gil, Rocino y Fuentes del Tormo” perteneciente al Ayuntamiento de Aliaga y localizado en el término municipal de Aliaga (Teruel) solicitada por Comiolica, SLU, con la finalidad de instalar un parque eólico (BOA de 11  de enero de 2012).

También es posible apreciar en el BOA anuncios en los que se plantea la cuestión de la calificación del contrato como patrimonial o de obras y la sujeción a la legislación de contratos del sector público o de propiedades públicas. Por ejemplo, se ha publicado en el BOA de 12 de enero de 2012 el Anuncio de del Ayuntamiento de Calatayud, por el que se convoca procedimiento de licitación para la adjudicación de la concesión de dominio público de subparcela junto a cementerio municipal para la construcción y explotación de un horno crematorio de cadáveres.
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